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Es socialista, pero asegura que no milita 
en ese partido, sino en el de Izquierda Unida-Ver-
des. Sus declaraciones, así de tajantes, dejaron 
desconcertados no solo a sus compañeros de es-
caño, sino también a muchos de los que integra-
ban la tribuna de visitantes. Ocurrió el pasado lu-
nes en el Pleno ordinario que se celebró en el 
Ayuntamiento de Lorca. En el último punto, rue-
gos y preguntas, la concejal de Izquierda Unida-
Verdes, Gloria Martín Rodríguez, intervino. Le 

contestó el alcalde, Francisco Jó-
dar, que hizo alusión a su anterior 
militancia. Lejos de sentirse ofen-
dida, la edil que ocupa escaño des-

de hace pocas semanas tras la marcha del ante-
rior portavoz de IU-Verdes, José García Murcia, 
afirmó, alzando incluso la voz, que «sigo siendo 
socialista, pero no milito en el PSOE». Y añadió: 
«Me siento orgullosa de mi pasado». Caras de sor-
presa de una y otra bancada, sobre todo, de quie-
nes no tanto tiempo fueron sus compañeros de 
siglas, las del Partido Socialista Obrero Español, 
ya que Gloria Martín fue incluso candidata a las 
elecciones europeas por el PSOE.

LV CONFIDENCIAL

L os avances en la biología del cáncer 
han permitido incorporar nuevos fár-
macos, menos tóxicos y más especí-
ficos que la quimioterapia. Sin em-
bargo, la escalada de precios los hace 
difícilmente soportables para los sis-

temas sanitarios en tiempos de crisis. Hay muchas 
maneras de abordar esta cuestión, ninguna senci-
lla. Bajar el precio de los fármacos sería una solu-
ción aparentemente directa, estableciendo precios 
razonables que reflejen los costes reales de produc-
ción e investigación, no tan transparentes, y el be-
neficio real del medicamento, a veces escaso. La 
mayoría de expertos coinciden en que son necesa-
rios cambios regulatorios, pero este es un proceso 
difícil en un mercado internacional. 

Así que la alternativa en muchos países ha sido 
limitar el acceso a ciertos fármacos excesivamen-
te caros para el sistema público. En Inglaterra, el 
NICE (Instituto Nacional para la Excelencia Clí-
nica) estableció que el coste máximo asumible 
para un año de vida ajustado a calidad (una medi-
da que conjuga la duración con la calidad de la vida) 
era de 30.000 libras/año (en casos concretos, has-
ta 50.000 libras/año). Aunque la transparencia en 
el caso inglés es alta, estas decisiones han condu-
cido a limitaciones para el acceso a bastantes fár-
macos oncológicos. Y lo más importante es que, 
bajo la apariencia de procedimientos exclusiva-
mente técnicos, se esconden decisiones éticas: por 
ejemplo, la fijación de un umbral de dinero por 
año de vida con calidad busca la eficiencia máxi-
ma, sin considerar si el beneficio va dirigido a pa-
cientes con enfermedades graves, como el cáncer, 
o más leves. No parece que, al menos en España, 
ese criterio coincida con los valores de la mayoría 
de la población. Ni con la de los oncólogos, que 
probablemente estaríamos de acuerdo en que ga-
nar seis meses es más importante si tu expectati-
va vital es de un año que si es de veinte.  

¿Y qué pasa en España? Pues no se sorprendan: 
no disponemos de unas reglas del juego claras ni 
de un organismo independiente que decida qué 
medicamentos innovadores estamos dispuestos 
a financiar. Los intentos para generar informes 
comunes vinculantes han tenido un éxito relati-
vo, y ha crecido la presión del gasto en fármacos 
nuevos sobre las comunidades autónomas, que 
han multiplicado las agencias y comisiones regio-
nales y locales, con decisiones dispares. Esta si-
tuación de inequidad en el acceso a fármacos se 
ve además agravada porque en muchos hospita-
les los oncólogos siguen recibiendo presiones para 
controlar el gasto en fármacos, bien directas, o 

bien mediante retrasos o cargas burocráticas di-
suasorias. La Sociedad Española de Oncología Mé-
dica (SEOM) y las asociaciones de pacientes (GE-
PAC) han denunciado este hecho, de momento 
sin gran repercusión.  

Frente a debates alarmistas o sesgados, debe 
quedar claro que el problema no es que los gesto-
res sanitarios se preocupen por el gasto, algo exi-
gible a cualquiera que administre dinero público, 
sino que los criterios para limitarlo sean variables 
o arbitrarios. El conflicto entre la eficiencia y la 
necesidad que plantean los fármacos oncológicos, 
entre un utilitarismo poco compasivo y un prio-
ritarismo absoluto que no dejara dinero disponi-
ble para otros tratamientos, no puede resolverse 
fácilmente. Así que la única forma de salir de este 
atolladero implica tanto una evaluación centra-
lizada, como un proceso de deliberación ética y 
política para fijar los criterios comunes de esa eva-
luación y decidir cuanto dinero se puede emplear 
en el tratamiento del cáncer (o en el de la hepati-
tis). Un proceso en el que los profesionales deben 
participar, pero junto a otros representantes de 
la sociedad, políticos, bioeticistas y, por supues-
to, pacientes.  

A los oncólogos esta situación nos pone en una 
posición difícil entre nuestros pacientes y el sis-
tema sanitario. El presidente de SEOM ha pedido 
públicamente abrir un debate, que además man-
daría también a la industria farmacéutica un men-
saje claro de cuánto estamos dispuestos a pagar 
por un determinado nivel de beneficio. Porque lo 
que los oncólogos no podemos hacer es tomar de-
cisiones de racionamiento ‘a pie de cama’, opacas 
para el paciente y sin un marco de decisión equi-
tativo. Podemos decidir, y lo hacemos todos los 
días, si es adecuado tratar o no a un enfermo, y 
evitar tratamientos fútiles. Pero no podemos juz-
gar, sin traicionar la confianza de nuestros pacien-
tes, si ‘merece la  pena’ gastar más o menos en un 
paciente concreto, o si 60.000 euros es un precio 
aceptable para un año de vida. Y tampoco debe-
rían juzgarlo nuestros gestores solo con razones 
presupuestarias, porque los criterios no deben ser 
solo profesionales. Así que, aunque no sea políti-
camente fácil, necesitamos abordar ya un proble-
ma que sigue generando inequidades y gastos ina-
sumibles. Con una discusión que, siguiendo al fi-
lósofo Norman Daniels, frente a los criterios lo-
calistas o arbitrarios, debería ser transparente, ra-
zonable y capaz de generar criterios iguales para 
todos los ciudadanos. Que, por si no lo saben, tie-
nen una entre tres posibilidades de padecer un 
cáncer a lo largo de su vida. 

¿Podemos pagar el 
tratamiento del cáncer?
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Los contactos entre el Gobierno de Rajoy y el PP, por una parte, y 
el Ejecutivo Urkullu y el PNV, por la otra, responden a la necesidad 
compartida de dotar de estabilidad a la legislatura en el conjunto 
de España. Las negociaciones avanzarán siempre y cuando la ‘bila-
teralidad’ que los nacionalistas buscan en las relaciones con el Go-
bierno central no llegue a incomodar ni a las otras formaciones ne-
cesarias para sacar adelante los Presupuestos –Ciudadanos funda-
mentalmente– ni a las demás comunidades autónomas, tan pen-
dientes como el País Vasco de la orientación de las Cuentas Gene-
rales y a la espera de que se abran las conversaciones para un nue-
vo modelo de financiación territorial. Aunque tampoco al PNV y al 
Gobierno que comparte con los socialistas vascos les interesa que 
sus exigencias se vuelvan una afrenta a los demás, puesto que tan-
to los intereses de la sociedad vasca como los de sus instituciones 
dependen también de la gobernabilidad de España. Hay dos cues-
tiones de urgencia que son inexcusables en el marco de relación es-
tablecido entre el Gobierno Urkullu y el Ejecutivo Rajoy: el PNV 
reclama una liquidación definitiva del Cupo en torno a 1.500 mi-
llones de euros y la progresión en el trazado para el TAV. La nego-
ciación sobre otras posibles inversiones depende del cuadro de prio-
ridades que el diálogo de la Administración central con los distin-
tos gobiernos autonómicos y la propia discusión parlamentaria es-
tablezca, habida cuenta además que el País Vasco tiene un sistema 
diferenciado de financiación. Capítulo aparte merece la negocia-
ción sobre las transferencias pendientes, que lo están también de 
una interpretación compartida en cuanto al sentido con que las 
contempla el propio Estatuto. La fragmentación partidaria obliga 
a acuerdos y concesiones para que las instituciones funcionen. Pero 
las posibilidades de transacción no son infinitas, ni en términos fi-
nancieros ni en cuanto a la dimensión jurídico-política de todo in-
tercambio. Por eso mismo tampoco cabe jugar a varias cartas, con-
virtiendo el soberanismo en factor de presión negociadora. 

Lealtad 
negociadora 

Las conversaciones entre el Gobierno de 
Rajoy y el PNV para los Presupuestos  

buscan dotar de estabilidad la legislatura 

EDITORIAL

La dictadura franquista se apropió de la figura del diputado mo-
nárquico José Calvo Sotelo como hizo con las del Cid y Carlos V, 

a quienes, en el futuro, puede ocurrir que en Torre Pacheco o en 
cualquier otro municipio, algunos políticos les retiren una placa o 
estatua por una mezcla de ignorancia histórica y jurídica. Las leyes, 
todas, hay que cumplirlas o cambiarlas democráticamente. Tam-
bién la de Memoria Histórica, de acuerdo a su espíritu y a su letra. 
Asesinado días antes del 18 de julio de 1936, Calvo Sotelo fue utili-
zado por Franco como símbolo del llamado alzamiento cuando hoy 
la mayoría de los historiadores documentan que el golpe con-
tra la República llevaba tiempo en preparación. Pero parece 
que da igual que no fuera víctima directa de la Guerra Ci-
vil ni que apoyara la dictadura franquista. Más que nada 
porque ya estaba muerto, a su pesar. Ayer lo volvieron a 
enterrar PSOE, PP y Ciudadanos en Torre Pacheco.
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